
FORMULA INDICACIONES AL PROYECTO
DE LEY QUE ESTABLECE UN SISTEMA
DE SUPERVISIÓN BASADO EN RIESGO
PARA  LAS  COMPAÑÍAS  DE  SEGURO
(Boletín N° 7958-05)
________________________________
SANTIAGO, 11 de julio de 2012.-

Nº 160 - 360/

Honorable Cámara de Diputados:

En  uso  de  mis  facultades  constitucionales,  vengo  en
formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del
rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del
mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL NUMERAL 5), DEL ARTÍCULO UNICO

1) Para modificar el artículo 14 que se
introduce, del siguiente modo:

a) Agréguese en su inciso segundo, en el
numeral 2), en su letra a), después de la
palabra  “reasegurados”,  la  expresión  “,
reaseguradores”.

b) Incorpórese al comienzo del  inciso
tercero, la siguiente oración: “El CBR se
calculará de tal modo que se garantice que
sean  considerados  todos  los  riesgos  antes
detallados, así como las responsabilidades
asumidas,  analizados  en  el  horizonte  de
tiempo  que  corresponda  a  la  naturaleza  y
características  de  dichos  riesgos  y
responsabilidades,  a  que  las  compañías  de
seguros están expuestas.”, y reemplázase la
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palabra  “El”   con  que  empieza  el  inciso
tercero  por  la  siguiente  frase:  “Por  lo
tanto, el”. ”. 

AL NUMERAL 14) DEL ARTICULO UNICO

2) Para  modificar  el  artículo  23
propuesto, del siguiente modo:

a) Reemplácese  su  inciso  segundo,  por
el siguiente:

“En  todo  caso,  los  activos  de  las
compañías estarán sujetos a los siguientes
límites máximos de inversión:

1.- 15% en obligaciones adeudadas o en
instrumentos  emitidos  o  garantizados  por
entidades de un mismo grupo empresarial.

2.- 7,5% en obligaciones adeudadas o
en instrumentos emitidos o garantizados por
personas o entidades relacionadas directa o
indirectamente a la aseguradora, incluyendo
contratos de leasing y arriendo de bienes
raíces que las compañías suscriban con sus
personas o entidades relacionadas.

El  Decreto  Supremo  antes  referido,
podrá  exceptuar  de  la  aplicación  de  los
límites  de  los  números  1  y  2,  total  o
parcialmente, a los siguientes activos:

a) Las  inversiones  que  respalden  la
reserva  técnica  proveniente  de
seguros  con  cuenta  única  de
inversión,  siempre  y  cuando  no  se
contemple en estos seguros garantías
de rentabilidad de las inversiones de
ninguna  naturaleza,  asumiendo  el
asegurado  el  100%  del  riesgo  de
rentabilidad del valor póliza,

b) La prima por cobrar a los asegurados
y reasegurados, y

c) Los  siniestros  por  cobrar  a
reaseguradores.
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Tratándose de inversiones en cuotas de
fondos  mutuos,  que  respaldan  la  reserva
técnica  proveniente  de  seguros  con  cuenta
única de inversión, referidos en la letra a)
anterior, no les será aplicable el límite de
inversión establecido en el artículo 12 A
del decreto ley N° 1.328 de 1976.”.

b) Agréguese el siguiente inciso final,
nuevo:

“El mencionado Banco, mediante acuerdo
de su Consejo, establecerá los porcentajes
máximos  posibles  de  invertir  en  el
extranjero.  No  obstante,  el  porcentaje
máximo  de  inversión  en  el  extranjero  que
establezca el Banco Central, no podrá ser
inferior al treinta por ciento del total de
activos de las compañías, deducidos aquéllos
señalados en el inciso primero de la letra
c) del artículo 1.”. 

AL NUMERAL 25), DEL ARTÍCULO UNICO

3)  Para reemplazar su letra d) por la
siguiente: 

“d) Reemplázase el artículo 54 por el
siguiente: 

“Artículo 54.- Para los efectos de lo
señalado en el artículo 52, las compañías
de  seguros  se  clasificarán  según  su
fortaleza  patrimonial  en  los  siguientes
niveles:

Nivel A: Incluye a las compañías cuyo
cuociente entre patrimonio disponible y el
patrimonio  requerido  conforme  a  lo
dispuesto  en  el  artículo  14  sea  mayor  o
igual que 1,5.

Nivel B: Incluye a las compañías cuyo
cuociente entre patrimonio disponible y el
patrimonio  requerido  conforme  a  lo
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dispuesto  en  el  artículo  14  sea  mayor  o
igual que 1,0 y menor que 1,5.

Nivel C: Incluye a las compañías cuyo
cuociente entre patrimonio disponible y el
patrimonio  requerido  conforme  a  lo
dispuesto en el artículo 14 sea menor que
1,0, esto es, compañías que se encuentran
en  situación  de  déficit  de  patrimonio
requerido.

Para los efectos de lo señalado en el
artículo 52,  las compañías  de seguros  se
clasificarán  según  su  riesgo  en  los
siguientes niveles:

Nivel A (Riesgo Bajo): Incluye a las
compañías que presentan un nivel de riesgo
neto  agregado  bajo  y  una  evaluación
patrimonial cualitativa fuerte o aceptable,
o un nivel de riesgo neto agregado moderado
y  una  evaluación  patrimonial  cualitativa
fuerte.  La  compañía  clasificada  en  esta
situación es resistente a la mayoría de las
condiciones  económicas  y  de  negocios
adversas  sin  afectar  materialmente  su
solvencia.

Nivel B (Riesgo Moderado): Incluye a
las  compañías  que  presentan  un  nivel  de
riesgo neto agregado moderado junto con una
evaluación  patrimonial  cualitativa
aceptable,  o  un  nivel  de  riesgo  neto
agregado  medio  alto  junto  con  una
evaluación patrimonial cualitativa fuerte.
Una  aseguradora  en  esta  situación  podría
ver  deteriorada  su  solvencia  ante
condiciones adversas en su negocio o en la
economía. 

Nivel C (Riesgo Medio Alto): Incluye
a las compañías que presentan un nivel de
riesgo neto agregado bajo o moderado junto
con una evaluación patrimonial cualitativa
que necesita mejorar, o un nivel de riesgo
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neto  agregado  medio  alto  junto  con  una
evaluación  patrimonial  cualitativa
aceptable.  Una  aseguradora  en  esta
situación  podría  ver  comprometida
seriamente su situación de solvencia ante
condiciones adversas en su negocio o en la
economía. 

Nivel D (Riesgo Alto): Incluye a las
compañías que presentan un nivel de riesgo
neto  agregado  alto  cualquiera  sea  su
evaluación  patrimonial  cualitativa,  o  una
evaluación  patrimonial  cualitativa   débil
cualquiera  sea  su  nivel  de  riesgo  neto
agregado,  o  un   nivel  de  riesgo  neto
agregado  medio  alto  junto  con  una
evaluación  patrimonial  cualitativa  que
necesita  mejorar.  La  solvencia  de  una
aseguradora  en  esta   situación  ya  se
encuentra comprometida. 

La  clasificación  en  los  niveles  de
riesgo  A  a  D  señalados,  la  realizará  la
Superintendencia  sobre  la  base  de  una
metodología  de  matriz  de  riesgos,  cuyo
objetivo  es  establecer  un  procedimiento
común y estructurado para el análisis del
riesgo  neto  agregado  y  de  la  evaluación
patrimonial  cualitativa  de  las  compañías.
La matriz de riesgos considera un análisis
separado  de  los  principales  aspectos  que
definen  la  situación  de  riesgo  de  una
aseguradora:  el  Riesgo  Inherente  que
enfrenta en sus principales actividades y
negocios, la Gestión y Control que realiza
de  estos  riesgos,  y  una  Evaluación
Cualitativa de su Patrimonio, en términos
de  su  capacidad  para  generar  ingresos  u
obtener  capital.   Sobre  la  base  de  la
combinación  de  estos  factores,  se
determinará  el  nivel  de  riesgo  de  cada
compañía de seguros.

Los  riesgos  inherentes  se  evaluarán
teniendo en cuenta la estructura de activos
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y  pasivos,  el  tamaño  y  perfil  de  los
principales  negocios  de  la  aseguradora  y
otros factores que influyan en el nivel de
exposición  al  riesgo  de  la  compañía.  La
evaluación  del  riesgo  inherente  se
efectuará sin considerar la mitigación de
éstos a través de las funciones de gestión
de riesgos de la compañía. 

La calidad de la gestión de riesgos
de  la  compañía  se  evaluará  considerando,
entre otros aspectos, la fortaleza de sus
sistemas de gestión de riesgo y su gobierno
corporativo, el conocimiento y experiencia
de la administración de la compañía y la
eficacia  de  las  funciones  de  Control
Interno y Cumplimiento.  Esta evaluación se
efectuará teniendo en cuenta principios y
buenas  prácticas  de  gestión  usualmente
aplicados  y  recomendados  para  entidades
aseguradoras.

El  riesgo  neto  agregado  de  cada
compañía  se  evaluará  considerando  cada
riesgo inherente mitigado por la calidad de
gestión  de  riesgo  que  realice  la
aseguradora, efectuando una ponderación de
dichos riesgos netos.

La  evaluación  cualitativa  del
patrimonio,  se  efectuará  considerando  una
revisión de la calidad de éste en términos
de  disponibilidad  y  permanencia  de  las
distintas partidas que lo componen, de la
capacidad de la aseguradora para aumentar
su  capital  a  futuro,  en  caso  de  ser
necesario,  y  de  su  capacidad  de  generar
utilidades  y  proyección  de  éstas  en  el
tiempo.

La  Superintendencia,  mediante  norma
de  carácter  general,  establecerá  la
metodología  y  los  procedimientos
específicos  para  la  evaluación  de  los
riesgos en las compañías, considerando los
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factores  señalados  precedentemente.  Dicha
norma deberá tratar en igual forma a las
aseguradoras ante situaciones de naturaleza
equivalente,  y  deberá  ser  puesta  a
disposición  del  público  al  menos  con  90
días de anticipación de su dictación.

Es responsabilidad del Directorio de
las  compañías  establecer  adecuadas
políticas y procedimientos para el control
y gestión de los riesgos, que permitan el
normal desarrollo de sus negocios y adoptar
todas  las  medidas  necesarias  para  su
cumplimiento.  Entre  otras,  el  Directorio
deberá  considerar  políticas  generales  de
administración de inversiones, utilización
de  productos  derivados,  administración  de
riesgos  técnicos,  financieros  y
operacionales.

Será  responsabilidad  del  directorio
velar  porque  la  gestión  técnica  de  la
compañía,  en  materias  tales  como
tarificación  y  suscripción  de  riesgo,
diseño  de  productos,  contratación  de
reaseguro y cálculo de reservas técnicas,
se  efectúe  de  acuerdo  a  sanas  prácticas
actuariales y que el actuario o profesional
a cargo del desarrollo de estas funciones
en  la  compañía,  tenga  la  adecuada
calificación,  experiencia,  recursos  e
independencia  suficientes  para  llevar  a
cabo su labor. 

El Directorio deberá informar, con la
periodicidad y en la forma que establezca
la Superintendencia, y al menos en notas a
los  estados  financieros  anuales,  las
políticas definidas y un análisis del grado
de cumplimiento de éstas.”.”

A LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS
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4) Para  agregar  los  siguientes  artículos
sexto y séptimo transitorios:

“ARTÍCULO  SEXTO  TRANSITORIO.-  Créase
un  Consejo  Consultivo  de  Solvencia  en
adelante  “Consejo”,  cuyo  objetivo  será
efectuar  informes  y  propuestas  acerca  de
las  materias  reguladas  en  los  decretos
supremos a que se refieren los artículos
14,  14  bis  y  23.  El  Consejo  se  deberá
constituir dentro de los 90 días contados
desde  la  publicación  de  la  ley  y  se
disolverá una vez que hayan sido dictados
por  primera  vez  los  decretos  antes
referidos.

El  Consejo  estará  integrado  por  las
siguientes personas:

1)  Un  miembro  designado  por  el
Presidente de la República. La designación
deberá  recaer  en  una  persona  que  haya
desempeñado  el  cargo  de  Ministro  de
Hacienda o de Superintendente o directivo
de las Superintendencias de Pensiones, de
Bancos  e  Instituciones  Financieras  o  de
Valores y Seguros, o de Consejero o gerente
del Banco Central de Chile;

2) Un miembro designado por el Consejo
del Banco Central de Chile. La designación
deberá  recaer  en  un  profesional  de
reconocido prestigio por su experiencia y
conocimiento  en  materias  de  seguros,
gestión  de  riesgos,  financieras  o  de
mercado de capitales;

3)  Un  miembro  designado  por  las
aseguradoras. La designación deberá recaer
en  una  persona  que  posea  una  amplia
experiencia  en  la  gestión  de  riesgos  en
aseguradoras  y deberá haber desempeñado el
cargo  de  gerente  o  ejecutivo  en  alguna
empresa del sector asegurador o financiero,
y

4)  Dos  miembros  designados  por  los
Decanos de las Facultades de Economía o de
Economía  y  Administración  de  las
Universidades que se encuentren acreditadas
de conformidad a lo dispuesto en la ley N°
20.129.  Ambos  deberán  ser  académicos  de
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reconocido prestigio por su experiencia y
conocimiento  en  materias  de  seguros,
financieras y de gestión de riesgos.

Las  Aseguradoras  acordarán  el
procedimiento  para  llevar  a  cabo  la
designación  del  miembro  que  deberán
nombrar,  como  asimismo  para  acreditar  el
cumplimiento  de  los  requisitos  que  para
tales  efectos  la  ley  exige  para  el
ejercicio de este cargo.

Del mismo modo lo harán los decanos de
las Facultades de Economía o de Economía y
Administración,  para  designar  a  los  dos
miembros  del  Consejo  que  a  ellos  les
corresponde.

Los  miembros  antes  señalados,  no
podrán  ser  gerentes,  administradores  o
directores de una aseguradora, ni de alguna
de las entidades del Grupo Empresarial al
que aquélla pertenezca, mientras ejerzan su
cargo en el Consejo.

Los Consejeros durarán en sus cargos
hasta  la  fecha  de  publicación  de  la
totalidad  de  los  respectivos  decretos
supremos. En caso de ausencia o impedimento
de  alguno  de  los  consejeros,  será
remplazado por aquel que designe la entidad
o grupo de miembros que corresponda.

Serán  causales  de  cesación  de  los
miembros  titulares  del  Consejo  las
siguientes:

1) Renuncia  aceptada  por  quien  los
designó;

2) Incapacidad  psíquica  o  física
para el desempeño del cargo;

3) Sobreviniencia de algunas de las
causales  de  inhabilidad  señaladas  en  el
inciso cuarto de este artículo, caso en el
cual cesará automáticamente en el ejercicio
del cargo, y
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4) Falta  grave  al  cumplimiento  de
las  obligaciones  establecidas  en  este
artículo.

Los  miembros  del  Consejo  y  el
Secretario Técnico deberán guardar reserva
sobre los documentos y antecedentes a que
tengan  acceso  en  el  ejercicio  de  su
función,  siempre  que  éstos  no  tengan
carácter  público.  La  infracción  a  esta
obligación será sancionada con la pena de
reclusión  menor  en  sus  grados  mínimo  a
medio.

Del  mismo  modo,  a  las  personas
indicadas anteriormente les está prohibido
valerse,  directa  o  indirectamente,  en
beneficio  propio  o  de  terceros,  de  la
información  a  que  tengan  acceso  en  el
desempeño de esta función, en tanto no sea
divulgada al público. La infracción a lo
dispuesto  en  este  inciso  será  sancionada
con la pena de reclusión menor en su grado
medio  e  inhabilitación  para  cargos  y
oficios  públicos  por  el  tiempo  de  la
condena.

Los integrantes del Consejo percibirán
una  dieta  en  dinero  equivalente  a  17
unidades  tributarias  mensuales  por  cada
sesión a que asistan, con un máximo de 34
unidades tributarias mensuales por cada mes
calendario.

El  Consejo  será  presidido  por  el
miembro designado por el Presidente de la
República, sesionará con la asistencia de a
lo menos tres de sus integrantes y adoptará
sus acuerdos por mayoría absoluta de los
asistentes a la respectiva sesión. En caso
de  empate,  dirimirá  la  votación  quien
presida  la  sesión.  El  Consejo  deberá
nombrar, de entre sus miembros titulares, a
un  Vicepresidente,  el  que  subrogará  al
Presidente en caso de ausencia de éste y
permanecerá en el cargo por el tiempo que
señale el Consejo.

El Consejo sesionará a lo menos dos
veces al año y, cada vez que lo convoque el
Presidente  o  cuando  así  lo  solicite  la
mayoría  de  sus  integrantes.  Asimismo,  el
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Consejo  deberá  sesionar  cuando  así  lo
solicite  el  Ministro  de  Hacienda  o  el
Superintendente de Valores y Seguros.

Un  funcionario  de  la  Superintendencia
actuará como Secretario Técnico del Consejo
y  tendrá  la  calidad  de  Ministro  de  Fe
respecto de sus actuaciones, deliberaciones
y acuerdos.

El  Consejo  acordará  las  normas
necesarias para su funcionamiento y para la
adecuada ejecución de las funciones que le
son encomendadas y las normas relativas a
las obligaciones y deberes a que estarán
sujetos sus integrantes.

La  Superintendencia  proporcionará  al
Consejo  el  apoyo  administrativo  y  los
recursos  que  sean  necesarios  para  el
cumplimiento de sus funciones, incluido el
pago de las dietas que corresponda a sus
integrantes.

Los  miembros  del  Consejo  deberán
inhabilitarse  cuando  en  la  sesión
respectiva  se  traten  asuntos  que  los
involucren o cuando se traten o resuelvan
materias en que puedan tener interés. Para
efectos  de  calificar  la  inhabilidad
planteada,  el  Consejo  deberá  aplicar  las
normas  y  procedimientos  que  establezca
sobre esta materia.

Una norma de carácter general de la
Superintendencia reglamentará los aspectos
operativos  de  la  designación  de  los
miembros del Consejo y su conformación.

ARTÍCULO  SÉPTIMO  TRANSITORIO.-
Incrementase  en  10  cargos  la  dotación
máxima de personal de la Superintendencia
de Valores y Seguros vigente a la fecha de
publicación de la presente ley.

El  mayor  gasto  que  irrogue  la
aplicación de la presente ley, durante lo
que  resta  del  año  calendario  de  su
publicación  en  el  Diario  Oficial,  se
financiará  con  cargo  a  los  recursos
incluidos  en  el  presupuesto  de  la
Superintendencia de Valores y Seguros para
dicha anualidad.”.
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Dios guarde a V.E.,

SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE
Presidente de la República

FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN
Ministro de Hacienda
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